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[bookmark: _Toc29394901]INTRODUCCIÓN

Leibniz, como otros grandes pensadores, enunció una gran verdad: «Lo presente, producto de lo pasado, engendra a su vez lo futuro». Hago uso de la implícita metodología que este pensamiento encierra para traer a la memoria, en apretada síntesis, los elementos centrales de evolución de la organización territorial del Estado en España. Entiendo que de esta forma se puede considerar con mayor perspectiva el estado de la cuestión y establecer algunas claves para la necesaria reforma del «Estado autonómico». Es mucho, y por lo general de calidad, lo que se ha escrito sobre este tema. La pretensión de este artículo es realizar, con sustento en ese ingente trabajo, una reflexión que aspira a ser coherente y fundada sobre tan fundamental cuestión. Se trata de una mirada panorámica, un relato si se quiere, que permita ver el bosque, no un ejercicio académico al uso, preciso en el detalle. […]

[bookmark: _Toc29394902]LA EVOLUCIÓN DEL ESTADO AUTONÓMICO

En una etapa inicial (1979-1983), los problemas fueron los propios de la implantación de la autonomía. Las primeras Comunidades que surgieron fueron el País Vasco y Cataluña (18 de diciembre de 1979) y Galicia (6 de abril de 1981), cuyo acceso se realizó conforme a lo previsto en el artículo 151.2 y la Disposición Transitoria segunda de la Constitución, en tanto que fueron estos territorios los únicos que llegaron a plebiscitar estatutos de autonomía durante la Segunda República. Andalucía, tras mostrar una decidida e inequívoca voluntad autonomista —puesta fundamentalmente de relieve en la gran manifestación del 4 de diciembre de 1977— fue la única Comunidad que accedió a la autonomía siguiendo la ardua tramitación del procedimiento establecido en el artículo 151 de la Constitución y en contra de la posición mantenida por el Gobierno y la entonces gobernante formación política Unión de Centro Democrático, que se empeñaron a fondo en poner todos los obstáculos y trabas posibles en el camino hacia ese objetivo. Andalucía, que no podía disfrutar de la muy discutible ventaja procedimental establecida por la Disposición transitoria segunda —en tanto que su estatuto no se pudo plebiscitar durante la República al producirse la sublevación militar y la guerra civil— eligió desde el principio esta vía y logró, tras un accidentado proceso, elaborar y aprobar su Estatuto en diciembre de 1981 con las instituciones políticas del artículo 152 y el mayor techo competencial permitido por el artículo 149, equiparándose así a las llamadas «nacionalidades históricas» con una autonomía plena y de vía rápida.
De esta manera este proceso facilitó objetivamente que las Comunidades que a partir de entonces se constituyeran por la vía del 143 también tuviesen instituciones políticas equiparables. Habida cuenta de que en ciertos sectores, incluido el Gobierno, se pretendía circunscribir fundamentalmente a Cataluña y al País Vasco el modelo de autonomía plena o más intensa y rápida (Galicia era más bien una consecuencia del criterio formalmente adoptado para ello), Andalucía incidió con fuerza en el conjunto del proceso autonómico, rompiendo esta posible dinámica y propiciando que se abandonase la idea de que existieran permanentemente dos tipos diferenciados de Comunidades Autónomas, circunscribiéndose las diferencias a los «hechos diferenciales» constitucionalmente reconocidos y a los ámbitos competenciales de cada Comunidad asumidos en virtud del principio dispositivo —o, excepcionalmente, recibidos por vía extraestatutaria— y lo que fuera produciendo y consolidando el mismo ejercicio de esas competencias. Así, el papel que desempeñó el proceso autonómico andaluz en el diseño final del Estado de las Autonomías fue el de introducir la dinámica de una distribución del poder político tendencialmente homogénea, sin situaciones diferenciadas que pudieran considerarse de privilegio para algunas regiones, pero con pleno respeto de las singularidades territoriales. Sin Andalucía y su posición en aquél momento inaugural no se podría entender, por tanto, el decurso posterior del Estado autonómico.
Hechos destacables de este periodo fueron también, de un lado, la adopción de las medidas necesarias para la financiación de la autonomía mediante la Ley Orgánica 8/1980, de Financiación de las Comunidades Autónomas. De otro, tras el fallido golpe de Estado de 23 de febrero de 1981, se trató también de poner orden en el desarrollo del proceso autonómico a través de los Acuerdos Autonómicos de 31 de julio de 1981. La consecuencia de los mismos fue que los demás territorios accederían a la autonomía por la vía del art. 143 (por tanto, con menor techo competencial), aunque en todo caso se trataría también de autonomía política con las instituciones del 152. […]De esta manera se generalizaba la autonomía como autonomía política, si bien con un distinto nivel competencial. Por otra parte, el intento de «racionalización» que se plasmó en la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico de 30 de Julio de 1982 (LOAPA), no llegaría a materializarse. Este intento resultaría fallido, tras ser recurrida la ley ante el TC por la vía —entonces existente, luego derogada y recientemente recuperada para los Estatutos de Autonomía— del recurso previo de inconstitucionalidad contra Leyes Orgánicas. La STC 76/1983, declaró su inconstitucionalidad en sus elementos centrales (sus pretendidos caracteres orgánico y armonizador), determinando la imposibilidad de «cerrar» la «apertura autonómica» del Título VIII CE mediante «leyes interpretativas». Pese a ello, lo que quedó de la LOAPA tras la declaración de inconstitucionalidad conformó la Ley del Proceso Autonómico (LPA, Ley 12/1983, de 14 de octubre), en la que se contuvieron muy importantes preceptos para la articulación de la asunción de competencias. Por consiguiente, en 1983 finaliza esta fase con todos los Estatutos aprobados y todo el territorio nacional, con la excepción de Ceuta y Melilla, organizado en 17 Comunidades Autónomas.
La segunda etapa (1983-1992) consistiría sustancialmente en el inicio y desarrollo de la dinámica propia de las transferencias y de funcionamiento del conjunto del sistema con medidas sobre financiación; la previsible y necesaria interacción que tendría que generar el esquema de compartición competencial bases/desarrollo, con sus problemas aparejados, entre ellos las frecuentes invasiones competenciales estatales por apurar la regulación básica, constriñendo la competencia autonómica de desarrollo, o el recurso cada vez mayor a títulos transversales; también la puesta en pie y desarrollo de una línea política de colaboración y cooperación, fundamentalmente entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Es importante recordar que los Acuerdos Autonómicos de 28 de febrero de 1992, entre Gobierno, PSOE y PP, estuvieron dirigidos a incrementar el techo competencial de las CCAA del artículo 143 CE, acuerdos que se materializaron en la Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, realizándose la transferencia generalizada de competencias mientras se procedía a la reforma de los Estatutos. En línea con la dinámica homogeneizadora del periodo, se produjo así una igualación sustancial en las competencias de las Comunidades de segundo grado o de vía lenta con las del primero, que culminaría con las posteriores reformas estatutarias aprobadas entre 1996 y 1999. Al mismo tiempo se reimpulsaba el proceso de traspasos con carácter general, y comenzaron a institucionalizarse y regularse los mecanismos de colaboración y cooperación entre el Estado y las CCAA que se habían venido generando con cierta espontaneidad, las más de las veces, en la práctica política.
La tercera etapa (1993-2006) cabe caracterizarla por las reformas estatutarias antes referidas y por el hecho de que se completara el mapa autonómico mediante los Estatutos de autonomía de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla (Leyes Orgánicas 1 y 2 de 1995, de 13 de marzo). La autonomía, pues, se extendió ya a todo el territorio del Estado en una dimensión consolidada. Cabe además subrayar el hecho de que se regulara, mediante Resoluciones de la Presidencia del Congreso de los Diputados de 16 de marzo de 1993 y de la Presidencia del Senado de 30 de septiembre de 1993, el procedimiento que habían de seguir los proyectos de reforma de los Estatutos elaborados por los parlamentos autonómicos (que ostentan el monopolio de la iniciativa de reforma). Estas resoluciones reconocen a dichos parlamentos la facultad de retirar la iniciativa de reforma antes de la aprobación del texto definitivo por las Cortes Generales, haciéndolos así inmodificables por las Cortes si no media el consentimiento de los respectivos parlamentos autonómicos. También es en esta etapa cuando surgieron los centrales problemas de ajuste del Estado autonómico, a lo que no es ajeno precisamente el hecho de que estos tiempos coincidieran con la finalización de las legislaturas de mayoría absoluta y el consiguiente necesario recurso a la adopción de acuerdos con minorías nacionalistas para poder gobernar. Se empieza así a debatir con intensidad sobre la reforma del Senado (pensando en la subsanación del déficit de representación territorial y de cooperación intergubernamental e integración de la diversidad en una instancia central común del Estado con la presencia de las Comunidades Autónomas); del mismo modo, comienza a preocupar intensamente el más que evidente desajuste entre la descentralización del gasto y la centralización de los ingresos, por lo que se centra la atención en la búsqueda de mecanismos que permitan la corresponsabilidad fiscal; la autonomía local, la acción exterior de las CCAA y su participación en el proceso de la construcción europea, los hechos diferenciales, la compatibilidad entre bilateralidad y multilateralidad, entre otros aspectos, constituyen también otros temas importantes en el debate político y jurídico de esta etapa.
En definitiva, a estas alturas, en ejercicio del derecho a la autonomía y en desarrollo de las previsiones constitucionales, a lo largo de estas etapas se fue construyendo un modelo de Estado autonómico que crecientemente ha incrementado, tendiendo a la igualación, los niveles de autogobierno de las Comunidades Autónomas, hasta el punto de que hemos asistido en los hechos a la puesta en pie de un modelo de Estado con niveles de autogobierno equiparables o, en algunos casos, superiores, a los que disfrutan algunos Estados miembros de Estados federales, tanto en nuestro entorno como en otras latitudes. En este sentido, pues, nuestro Estado es como si fuera federal y no puede decirse, por tanto, que el Estado autonómico haya defraudado las aspiraciones autonomistas de las diferentes regiones y nacionalidades, dejando a salvo, lógicamente, las manifiestas quejas políticas de las fuerzas nacionalistas para mantener el proceso indefinidamente abierto, como está en su naturaleza ideológica y política, para diferenciarse de otras regiones consideradas del «común de la estirpe», por utilizar una gráfica expresión del maestro García de Enterría; y también, en determinadas coyunturas, para estar en situación de ventaja de cara a obtener contrapartidas políticas, especialmente en aquellos casos en que ha sido necesario contar con fuerzas nacionalistas para disponer de la mayoría parlamentaria necesaria para gobernar en el Estado.
Una cuarta etapa vendría caracterizada por los más recientes procesos de reforma estatutaria y la entrada en crisis del sistema (2006 en adelante). Aunque los niveles de autogobierno de las CCAA sean muy elevados y el rendimiento global del Estado autonómico haya de ser positivamente valorado, éste ha venido mostrando importantes disfunciones, que tienen que ver, fundamentalmente, con los siguientes aspectos: la escasa claridad y la consiguiente apertura del sistema de distribución de competencias, lo cual ha provocado también un gran defecto congénito del Estado autonómico, cual es la notoria escasez de «calidad» de la autonomía en determinados aspectos, debida al sostenido abuso del Estado en el establecimiento y regulación de las bases y el recurso a títulos horizontales para regular determinadas materias, recortando y condicionando la capacidad autonómica para la definición, establecimiento y desarrollo de su propio espacio político en las materias de su competencia; la relativa indefinición de un modelo de financiación autonómica estable, suficiente y aceptado por todos; la ausencia de una instancia de participación adecuada y eficaz de las Comunidades Autónomas en la definición de la voluntad estatal (que el actual Senado no cumple ni puede cumplir), como expresión central de gobierno compartido en un Estado compuesto; la falta de arraigo y caracterización jurídico-política del principio de lealtad; las carencias de una deficiente articulación y funcionamiento de los mecanismos de colaboración y cooperación del Estado con las Comunidades Autónomas e incluso de los de estas entre sí, como tónica general; y la generalizada y disgregadora prevalencia de las relaciones bilaterales sobre las multilaterales. Todo ello ha venido generando una alta conflictividad, traducida en los correspondientes recursos ante el Tribunal Constitucional.
Tales aspectos centrales, junto con el mantenimiento de la apertura del sistema en función del principio dispositivo, entre otros, motivaron un largo y sostenido debate en torno a la necesidad de introducir reformas en el modelo del Estado autonómico, constitucionalizándolo. Junto a ello, desde comienzos del decenio de los ochenta se han producido muchas e importantes transformaciones económicas, sociales y políticas en indudable interrelación: todas las derivadas de la globalización y de la construcción y desarrollo de la Unión Europea; las que son reconocibles en los ámbitos científico y tecnológico y en la ecología, cambio climático y protección del medio ambiente; en la llamada sociedad de la comunicación e información, en los modelos convivenciales familiares y en las relaciones entre los géneros; los factores que han convertido a España en lugar de inmigración —sobre todo antes de la crisis económica— y en escenario de un cada vez más intenso multiculturalismo... Se trata, sin duda, de muy poderosas razones para que desde los ámbitos institucionales autonómicos, no sin gran debate sobre su conveniencia, se decidiera finalmente a comienzos de la pasada década, pese a la oposición suscitada en determinados sectores políticos, dar salida a tanta presión y emprender la tarea de poner al día los Estatutos, estableciendo los fundamentos, según se declaraba, para el desarrollo de nuevas y más intensas políticas públicas.
Estamos, pues, en una penúltima fase del Estado autonómico de la que habría que recordar los aspectos más destacados de las reformas estatutarias del último decenio. Caso aparte y singular, precedente inmediato de este periodo, fue el fuerte embate soberanista que supuso la frustrada proposición de reforma del Estatuto de autonomía del País Vasco, la «Propuesta de reforma de estatuto político de la comunidad de Euskadi», más conocida como «Plan Ibarretxe», que fue rechazada por el Congreso de los Diputados el 1 de febrero de 2005, en la que el planteamiento que latía detrás del concepto de «pueblo vasco» generaba una contradicción radical entre este proyecto y la Constitución.
Se ha venido destacando con buenas razones que para avanzar en una reforma del modelo de organización territorial del Estado debería haberse consensuado previamente una reforma constitucional que constitucionalizara el Estado autonómico conforme a un modelo racionalizado de acuerdo a la evolución seguida y en el marco del consenso fundamental que pudiera articularse a partir de las nuevas realidades políticas. Desde luego, en términos analíticos la reforma constitucional es cada vez más necesaria en muchos ámbitos, especialmente en lo relativo a la estructura territorial. Sin embargo, políticamente no fue posible, y esa reforma sigue siendo recurrentemente evitada por temor a que sea más un motivo de desencuentro que un factor de encuentro y de renovación del consenso que dio lugar a la Constitución en 1978. Por ello, en buena medida, los impulsos reformadores en este ámbito se desplazaron a la reforma de los Estatutos de autonomía con una lógica de actualización del estado autonómico a partir de la consolidación de las experiencias de autogobierno de las CCAA, pero generando notables disfunciones, especialmente ante las pretensiones cada vez más radicales del nacionalismo, como vendría a poner de relieve finalmente la STC 31/2010 sobre el Estatut y las reacciones que siguieron. […]
La primera reforma estatutaria que se materializó en el tiempo fue la de la Comunidad Valenciana (Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril), muy limitada, especialmente por lo que se refiere a las competencias, por lo que se propician nuevas modificaciones para adaptar el Estatuto a las previsiones contenidas en el nuevo Estatuto catalán, reformado también aquel mismo año. El nuevo Estatuto de Cataluña (Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio) se situó en una posición paradigmática como modelo al que han seguido por emulación, con distintas intensidades, otras reformas estatutarias, muy destacadamente la andaluza (Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo). Cabe subrayar que este «factor emulación» ha sido poderoso y tenía capacidad suficiente, a mi juicio, para cumplir un papel positivo, en tanto que tendía a asegurar unos niveles básicos de convergencia en las reformas. Tal función hubiera podido incidir en la puesta en pie de un paradigma reformado de integración del modelo territorial del Estado desde la apertura a una más compleja y potencialmente creativa diversidad, incluso con menores riesgos de «asimetrías», algo que ciertamente se revelaba difícil de alcanzar debido al esperable inconformismo nacionalista y su recurrente presión para tomar progresiva distancia de otros territorios. Una presión que estuvo simultaneada en Cataluña, desde hacía años, con un claro proceso de nation building, que desde 2010 se transmutó abiertamente en un tránsito progresivo hacia el secesionismo, incluso unilateral y al margen de la legalidad constitucional y estatutaria. Todo ello dio al traste con esta posible dinámica. […] 
Así las cosas y con la dinámica anteriormente expuesta, el Estado autonómico ha llegado a incardinarse en su evolución, sin ninguna duda, en la categoría matriz de los Estados federales y de tal manera es materialmente considerado por los más reputados estudiosos del federalismo. La lógica del Estado autonómico es la misma que la de un Estado federal, se considere ésta desde la perspectiva de los fines estatales unitarios a alcanzar, desde el aseguramiento del autogobierno, desde la racionalidad de la distribución competencial y la financiación, desde los mecanismos de resolución de conflictos, desde los instrumentos de colaboración y cooperación, o desde la participación de los entes autónomos en la formación de las decisiones estatales. El Estado español ha tendido a funcionar progresivamente, con su problemas y deficiencias, «como si de un Estado federal se tratara», pudiéndose decir que «constituye un supuesto de prefederalismo» que se mantiene «en la órbita o campo de atracción del Estado federal» (Pedro Cruz Villalón). […] 
Sin embargo, el Estado autonómico no es formal ni propiamente un Estado federal acabado. En España llevamos mucho tiempo inmersos en un proceso de federalización en curso y, por tanto, incompleto. De ahí que la reforma que eventualmente se emprenda deba tener un sentido federativo de culminación, tipo holding togheter, que no pudo tener en el proceso constituyente de 1978 ni ha tenido tampoco antes en nuestra historia. Como hemos precisado y ha destacado J. Pérez Royo, no existió entonces una voluntad expresa constituyente en este sentido y por ello el Estado autonómico no dispone de la específica legitimidad que aquella voluntad aportaría ni tampoco de la plenitud y coherencia de todos los rasgos organizativos y de funcionamiento de la forma federal. Al contrario, presenta importantes carencias e incoherencias en su estructura, articulación y funcionamiento, ampliamente estudiadas por la doctrina académica y puestas de relieve en la vida la política, todo lo cual ha acabado afectando, en tiempos de aguda crisis, a que también venga adoleciendo de una merma en su legitimidad de ejercicio (legitimidad que, sin embargo, ha sido muy alta hasta finales de los años noventa). A todo ello se suma el importante desgaste que el Estado autonómico está sufriendo desde la pasada década en un doble frente: de un lado, el proveniente del nacionalismo radical, excluyente y secesionista, que en su desigual conjunto ha crecido exponencialmente en Cataluña en los últimos años (sobre todo desde la STC 31/2010 sobre el Estatut), permaneciendo latente, por otro lado, el independentismo que repuntó y se expresó con fuerza en el País Vasco a principios de la década de 2000 con el llamado «Plan Ibarretxe» y que obviamente podría resurgir otra vez bajo otras formas y circunstancias; de otro, porque desde determinadas posiciones nacionalistas de la derecha hispana —aunque éste constituya un riesgo menor, mínimo, pero un gran hándicap para emprender reformas— se viene presentando interesadamente al modelo autonómico como una organización territorial en buena medida responsable de la crisis económica y de un pretendido caos organizativo, fundamentalmente por el costo de su mantenimiento y por sus «duplicidades»; mensaje que está teniendo también un no desdeñable calado en un amplio sector de la opinión pública, contribuyendo de esta manera a prestar «razones políticas» aparentes a los planteamientos reformistas que pretenden una hoy por hoy imposible recentralización del modelo.
[bookmark: _Toc29394903]¿HACIA UNA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN? ALGUNAS CLAVES EN SENTIDO FEDERAL

De acuerdo con cuanto antecede, considero que la Constitución de 1978 está necesitada de una reforma profunda. Los partidos políticos más renuentes a abrir este proceso debieran asumir que ya no puede demorarse más, así como que el resultado tiene que ser ineludiblemente el fruto del diálogo y del pacto, de grandes cesiones y transacciones recíprocas, de compromisos compartidos, porque jurídicamente así lo exige el procedimiento de reforma y, sobre todo, porque políticamente la reforma tiene que servir para todos como marco para articular democráticamente las condiciones básicas de vida en común en toda España. El objetivo de la reforma ha de ser adecuarla a la realidad de nuestro tiempo para poder asegurar su normatividad y, por tanto, su eficacia. Desde luego una reforma constitucional no tiene per se propiedades taumatúrgicas, pero un pacto constitucional renovado por el poder constituyente-constituido con una voluntad clara sobre un modelo específico de cuño federal, permitiría abrochar constitucionalmente la gran asignatura pendiente de nuestra historia sobre la organización, articulación e integración territorial del Estado español. Es evidente pero no inútil recordarlo una vez más: la realidad ha cambiado extraordinariamente en las casi cuatro décadas de vigencia de la Constitución. Dejando a salvo las dos únicas reformas puntuales que se han producido por imperativos provenientes de la UE (las de 1992 y 2011), no ha sido propiamente reformada para adecuarla al conjunto de las necesidades de nuestros días. Esto contrasta llamativamente con los países de nuestro entorno, donde es práctica normal y frecuente realizar reformas constitucionales cuando son necesarias. Lo que sirvió en 1978 en la transición de la dictadura a la democracia hoy resulta manifiestamente insuficiente en muchos aspectos por el carácter sistémico que cada vez más adquiere la necesidad de la reforma al no haberse llevado a cabo reformas parciales previas. También, por otra parte —y aunque este no sea a mi juicio un argumento determinante—, es muy pertinente y adecuado que las «generaciones vivas» participen en este proceso y que su voz pueda ser escuchada y tenida en cuenta en la elaboración de la norma suprema que regula la convivencia de todos, contrariamente a lo que otros autores afirman (así, por ejemplo, M. Aragón).
Los motivos para la reforma son sustancialmente políticos, no tanto técnicos, pero son los primeros los que marcan la necesidad de la reforma y por ello deben ser atendidos de forma prioritaria. Interesa destacar también que hablo de pacto y no tanto de consenso, que también, por supuesto. La dimensión del consenso originario alcanzado en la Transición para poner en pie un orden democrático pleno y de nueva planta no debe entenderse hoy como un requisito imprescindible, en el sentido de que tenga que ser igual o superior —como suele decirse y por deseable que sea— al alcanzado durante aquel proceso constituyente. Hoy no necesitamos un proceso constituyente. No lo necesitamos porque los grandes principios, los valores, los elementos sustanciales de reconocimiento y protección de los derechos, los poderes divididos y sus relaciones recíprocas, así como las grandes instituciones, están bien establecidos y ordenados en términos generales en la Constitución. Tampoco hay una situación política tal que así lo requiera ineludiblemente, pese a la extraordinaria gravedad del desafío soberanista alimentado por algunas élites y determinados sectores del nacionalismo catalán más exacerbado. Necesitamos una reforma, amplia y profunda, pero no solo por este conflicto, sino porque así lo demanda el conjunto del sistema político. Y esta reforma requiere el cumplimiento de los procedimientos establecidos por la propia Constitución, es decir, los concretados en los artículos 167 y 168, que lo que exigen son específicas mayorías de 3/5 y 2/3 respectivamente, según haya de aplicarse el procedimiento ordinario o el agravado. El consenso debe entenderse más como un elemento positivo de orientación y aspiración para el diálogo y el debate, tanto en la metodología como en los contenidos, en la búsqueda de una reforma fraguada de la manera más compartida posible. El consenso no puede ser así un punto de partida sino, en su caso, un método y un logro que se alcanza a lo largo del proceso de reforma, deseable para sumar a cuantas más fuerzas políticas mejor y para conseguir la aceptación de la ciudadanía que podría manifestarse ocasionalmente mediante el referéndum en la reforma ordinaria y que sería preceptivo en todo caso en la agravada. Pero no puede negarse que la culminación de la reforma sería plenamente legítima con la consecución de las antedichas y respectivas mayorías. Así lo he venido argumentando en recientes debates en diversos foros y así ha llamado la atención sobre ello Eliseo Aja en un artículo de prensa en el que apreciaba comparativamente que la Constitución de 1978 se aprobó por 325 votos a favor, esto es, por consenso, en tanto que la mayoría que la Constitución exige sería de 210 para el caso de la reforma ordinaria y de 232 para la agravada. Una evidencia para tomar en consideración que no debemos hacernos más difícil la reforma de lo que prevé la propia Constitución.
No se me escapa, obviamente, que la mayor dificultad estriba en conseguir la aceptación mayoritaria en los territorios que tienen la «asimetría política» de un arraigado nacionalismo, hoy en buena parte independentista. Es verdad que quienes se han caracterizado por sostener un independentismo irredento nunca van a ser convencidos por ninguna reforma, al menos por ninguna que no abra la puerta inmediata a la independencia reconociendo el derecho a la secesión. Sin embargo, el número de nacionalistas de esta condición es mucho menor del que, hoy por hoy, conforma el nacionalismo moderado junto con la mayoría no nacionalista. Y aquí entiendo que está la clave sobre una opción de encuentro, con una buena reforma, que se mantenga en el espectro de una profunda descentralización política en un estado compuesto y pluralista, como revelan los datos demoscópicos disponibles que manifiestan la existencia de una neta mayoría sumando a quienes están a favor de mantener la estructura del Estado tal como está, aquellos que consideran que debería contemplarse un mayor nivel de autogobierno y quienes son partidarios de una reforma en sentido federal que racionalice nuestro actual Estado de las autonomías.
Pero ¿en qué aspectos concretos debería centrarse la reforma constitucional? En este espacio no podemos desarrollar detalles, pero sí apuntar algunas claves ceñidas a la organización territorial del Estado, aunque considero que también deberían ser objeto de reforma algunas otras cuestiones: las relativas a la mejora del sistema de protección de derechos sociales básicos; el artículo 135 de la Constitución para incorporar un principio de «estabilidad social» que asegure en la distribución del gasto público, incluso en situaciones de crisis, un nivel adecuado de financiación y sostenimiento de los servicios y prestaciones sociales; algunas cuestiones concernientes a los derechos fundamentales y a determinados derechos del Capítulo III del Título I para mejorar su sistema y adecuarlos al transcurso del tiempo; la mejora del sistema y los instrumentos de participación política, así como introducir elementos de transparencia y de regeneración democrática en la composición y funcionamiento de órganos e instituciones públicas; el orden sucesorio a la Corona, eliminando la preferencia del varón sobre la mujer y racionalizar otros aspectos del Título II; mejorar determinados aspectos de la regulación de órganos constitucionales o con relevancia constitucional y también de organizaciones con esa misma relevancia; sin olvidar los procedimientos de reforma constitucional del Título X, que sería preciso modificar en un sentido menos rígido, especialmente el procedimiento agravado, con el objetivo de facilitar que la Constitución pueda reformarse siempre que sea necesario y exista una amplia mayoría política y ciudadana que así lo demande.
Hablo de reforma «en sentido federal» porque importa la racionalización, mejora e incorporación en la Constitución de nuestro modelo de organización territorial, reordenando el Estado autonómico en esta dirección en tanto que es, de facto, federal, por haber evolucionado con su lógica y con una estructura asimilable en términos generales a los sistemas federales hoy existentes, tan diferentes entre sí por otra parte. Tras la experiencia evolutiva del Estado autonómico, hoy se dan las condiciones para ese nuevo pacto con tal orientación (que no se daban en el proceso constituyente), aunque se trate de una operación especialmente delicada y compleja. Si bien el «proceso autonómico» abierto con la Constitución se ha venido desarrollando materialmente, sin ninguna duda, en la órbita del federalismo, con muchas de sus técnicas y alcanzando resultados comparables a los estados federales en el grado de autogobierno de los entes territoriales que lo componen, su forma no es propiamente federal. No lo es —insisto— porque no existió una voluntad expresa constituyente en ese sentido ni tampoco, por ello, el modelo resultante tiene la plenitud y coherencia de todos los rasgos organizativos y de funcionamiento de la forma federal. Por ello la dirección de la reforma no puede ser otra sino la que marca el federalismo. Un modelo federal constitucionalizado, al que se renunció en 1931 y en 1978 —en buena medida por razones históricas bien conocidas y antes expuestas— sería la desembocadura lógica del proceso hasta ahora seguido y, con la experiencia acumulada, un indudable y simultáneo punto de encuentro, de llegada y de salida, ante las tensiones territoriales que venimos arrastrando desde hace más de un siglo y ante la conflictividad tan fuerte que hoy vivimos. Podríamos dar así respuesta al proceso evolutivo seguido en la práctica política desde hace casi cuatro décadas de manera muy desordenada, bastante desestructurada y permanentemente abierta, siempre dependiente de la intervención excesiva de un Tribunal Constitucional convertido a la fuerza, malgré lui, en un órgano delimitador de las competencias y, últimamente, con la reforma de la LOTC de 2015, incluso de potencial intervención directa en los más intensos conflictos políticos territoriales, colocándolo así de pleno en actor en el escenario de la política; una respuesta que poniendo fin al confusionismo dominante en el Estado autonómico, sobre todo en los ámbitos de la distribución competencial, de la financiación y de las relaciones intergubernamentales, garantice tanto la riqueza de la diversidad y pluralidad de España, con un autogobierno de calidad, como su unidad y la solidaridad interterritorial.
Todo ello requeriría adoptar muchas medidas concretas, cuyo desarrollo no puede hacerse aquí, ampliamente estudiadas por la doctrina. Estas serían las más importantes: incluir en la Constitución, como sugiriera el Consejo de Estado en su citado informe de 2006, mención expresa a todas y cada una de las CCAA que integran el Estado, por el orden de su constitución en Comunidad Autónoma y, en su caso, en castellano y en la lengua propia; podría ser adecuada una cláusula en el Título Preliminar alusiva al naturaleza federal del Estado junto a su carácter social y democrático de Derecho; regulación del Senado como Cámara que tanto por su composición, estructura y funciones, represente real y eficazmente a los territorios, las nacionalidades y regiones, sea con estas u otras denominaciones; es fundamental que se realice un reconocimiento pleno de las singularidades y sus efectos y consecuencias: lengua propia, cultura, foralidad, organización territorial, peculiaridades históricas de derecho civil, insularidad y ultraperifericidad; como especial contribución a una política de integración, además, podrían «desconcentrarse» en los territorios determinados órganos e instituciones centrales (con excepción de la Jefatura del Estado y del Congreso de los Diputados, que estarían radicados en la capital del Estado); llevar a la Constitución los principios de lealtad y colaboración, así como los aspectos sustanciales de los mecanismos e instrumentos de colaboración y cooperación intergubernamental tanto verticales, multilaterales como bilaterales, y horizontales entre las CCAA, además de los procedimientos compartidos puestos en pie por los estatutos llamados «de segunda generación»; rediseñar el sistema de distribución de competencias entre Estado y CCCA conforme a un modelo más claro, recogiendo en la Constitución las facultades competenciales concretas del Estado a partir de la tarea ya realizada por el Tribunal Constitucional y por los estatutos surgidos de las más recientes reformas al concretar las competencias autonómicas; reducir al máximo las competencias compartidas en evitación de conflictos; precisar el alcance y el procedimiento de definición y regulación de las bases, entendiéndolas como principios o mínimo común normativo que debe establecerse por regla general mediante normas con rango de ley, como rezaba el artículo 111 del Estatut, parcialmente declarado inconstitucional y nulo por la STC 31/2010 (entendiendo que esa regulación solo puede estar en la Constitución); y establecer como cláusula residual que todo lo no atribuido al Estado por la Constitución sea de competencia autonómica; fijar también en la Constitución los elementos fundamentales y básicos del sistema de financiación conforme a un modelo que garantice, además de la suficiencia y la corresponsabilidad, la solidaridad interterritorial en términos de equidad, manteniendo el peculiar sistema de conciertos garantizado por la Disposición Adicional Primera al País Vasco y a Navarra, en tanto que hecho diferencial, pero introduciendo una modificación que estableciera un mandato de «actualización» del régimen foral dirigido a hacer posible, con una nueva metodología de determinación del cupo vasco y de la aportación navarra, una contribución ajustada que no genere desigualdad y que satisfaga las exigencias de solidaridad interterritorial; y establecer una mayor garantía de la autonomía local y de la suficiencia y sostenibilidad en su financiación, distinguiendo los municipios según su carácter urbano o rural y potenciando el impulso a la cooperación intermunicipal. La Constitución necesita también disponer de reglas adecuadas para la articulación de España en la UE a partir del pluralismo territorial interno (introducción de la cláusula europea en la misma línea que ya lo han hecho otros países, como Alemania).
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Una última reflexión en referencia especial a la cuestión catalana, extensible a otros planteamientos soberanistas. Puesto que esto se discute, ¿puede el federalismo con sus principios y técnicas dar respuesta adecuada y suficiente a las demandas que provienen de Cataluña y que el secesionismo viene sosteniendo para «justificar» su postura? La respuesta —que aquí extracto— es, a mi juicio, claramente afirmativa […]. Ateniéndonos a las alegadas justificaciones que para alentar y pretender la independencia ofrecen sus promotores, plasmadas en el mismo Libro Blanco de la Transición Nacional de Cataluña elaborado por el llamado Consejo Asesor para la Transición Nacional, las reivindicaciones que expresan serían por entero susceptibles de ser encauzadas democráticamente mediante una reforma federal en los términos antes expuestos. Así, en sustancia, la caracterización política de Cataluña; mejorar las condiciones de vida de los catalanes, donde se garantice la cohesión social y se promueva el bienestar; alcanzar un nivel de autogobierno pleno y de calidad, acabando con la invasión competencial estatal; mejorar la democracia; y atender la demanda de una financiación justa y equitativa en un marco de solidaridad y equidad.
Desde esta perspectiva, carece de toda justificación la dimensión externa en la que se viene esgrimiendo en Cataluña el neologismo «derecho a decidir» (en realidad una «idea talismán», como la llama Alberto López Basaguren, inventada por los independentistas que encubre el derecho a la autodeterminación para amparar la secesión). Porque Cataluña ni es colonia, ni está ocupada militarmente por potencia extranjera, ni es un pueblo oprimido ni está sometido a una violación sistemática de derechos humanos, que son los supuestos en los que el Derecho internacional ampararía la secesión de un territorio. Antes al contrario, goza de una amplia capacidad de autogobierno en el marco de un sistema plenamente democrático, tanta que suele considerarse prácticamente de manera unánime por los estudiosos en la materia como equiparable o superior a la que disfrutan muchos estados miembros de Estados federales de nuestro entorno; y, por supuesto, sus habitantes gozan del avanzado y consolidado sistema de reconocimiento y protección de derechos y libertades fundamentales que establece la Constitución española en su Título I y, en su marco, la ciudadanía catalana dispone de amplias vías y posibilidades participativas en el ámbito político y en otros, como se recogen en la Constitución y en su Estatuto, que vienen siendo ejercidas con normalidad a lo largo de décadas. Como nacionalidad organizada en Comunidad Autónoma, en Cataluña, notoriamente, está democráticamente garantizada su capacidad y derecho a decidir con plenitud en su dimensión interna por la Constitución y su Estatuto de Autonomía.
De la identificación de existencia de una nación cultural con autonomía, tout court, no nace el derecho de un pueblo a configurarse como sujeto político soberano ni, en consecuencia, el derecho a decidir sobre la secesión. Cataluña es una nacionalidad así reconocida en el Estado español, con un significado simbólico de respeto identitario y de integración similar al concepto de nación cultural. Cataluña no alberga, como por otra parte suele ser común en las sociedades actuales de nuestro globalizado mundo, un pueblo homogéneo diferenciado y aparte, sino mestizo y complejo, que comparte muchos rasgos culturales con el conjunto de los pueblos de España, internamente muy diverso y cada vez más por el fenómeno de la inmigración, aunque sin duda con singularidades compartidas, entre las que destacan la lengua, rasgos culturales definidos, especificidades jurídicas e institucionales y peculiaridades históricas, que son apreciadas, respetadas y amparadas por el Estado, como establece la Constitución. Cataluña, en definitiva, con tales características, es reconocida como sujeto político constituido, dentro del Estado español, en Comunidad Autónoma, precisamente como nacionalidad, de acuerdo con la Constitución (según se recoge en el art. 1.1 de su Estatuto) y tiene reconocidas y garantizadas sus singularidades por el bloque de la constitucionalidad (arts. 5 y 6 y concordantes de su Estatuto). En correspondencia con todo ello, puede constatarse que la mayor parte de la población que lo compone tiene identidades compartidas, en tanto que manifiesta ampliamente un sentimiento simultáneo de pertenencia a España y a Cataluña, como revelan con meridiana claridad los estudios demoscópicos disponibles.
El llamado «derecho a decidir» que sin duda tiene Cataluña, por estas razones, entendido en sentido propio, lo es internamente en el marco de la integridad territorial del Estado español y de acuerdo con su ordenamiento constitucional y estatutario, pero no tiene reconocido derecho a la secesión ni en el ámbito del derecho internacional ni en el interno, ni éste podría deducirse implícitamente y sin más de los principios inspiradores de la democracia genéricamente invocados y desasidos del respeto democrático a la normatividad constitucional. Precisamente por ello entiendo que no sería posible un referéndum para que solo la ciudadanía de Cataluña se pronunciara «directamente» sobre la independencia, toda vez que un referéndum de estas características no podría hacerse sin reforma constitucional previa que lo habilitase teniendo sistemáticamente en cuenta lo establecido en los artículos 1.2, 2, 9.1, 92,149.1.32, 167 y 168 CE.
Sin embargo, la Constitución sí que habilita la celebración de un referéndum en el procedimiento de reforma constitucional, respecto de la cual no existe cláusula de intangibilidad alguna en su articulado, tal como ha ratificado en numerosas ocasiones el Tribunal Constitucional, en la que todo puede ser por consiguiente debatido. La reforma constitucional resulta, por esta razón, no solo necesaria sino mucho más deseable y democrática que un referéndum sobre la secesión, en tanto que toda la ciudadanía afectada (y no solo la de una parte) podría debatir y decidir de manera compleja sobre las distintas posibilidades y alternativas de integración política, contrariamente a la decisión forzosamente extrema, simplificadora, binaria e irreversible de un referéndum, que seguramente estaría muy influido además por datos poco contrastados, sentimientos exacerbados derivados de la coyuntura política e intereses insuficientemente tenidos en cuenta (como, por otra parte, han revelado los procesos referendarios más recientes y significativos de nuestros días en otros países y en la Unión Europea con el Brexit).
Desde esta perspectiva, por tanto, lo que sí es necesario y posible es proceder a algo más complejo y democrático, como redefinición de las condiciones básicas de vida en común dentro del sistema político y jurídico global de España definido en la Constitución, con respeto y amparo de las singularidades, porque la gran mayoría de la ciudadanía catalana, como la española en su conjunto, lo que pretende es mejorar su situación y su interrelación en todos los ámbitos. Tengamos presente que la demanda ciudadana de cambio y regeneración democrática es ampliamente compartida en toda España, y la relegitimación, las inconsistencias y problemas de estructura, articulación y funcionamiento del Estado autonómico que deben ser abordadas y resueltas afectan a todos los territorios, como antes se ha expuesto, aunque sea en diferente medida. Todo ello, incluyendo el reconocimiento con suficiencia de la singularidad catalana (dejando de lado la soberanía, que hoy, en la etapa postnacional, es ineludiblemente compartida de facto en todos los niveles), sería en su caso susceptible de ser adecuada y democráticamente encauzado para su resolución mediante los principios y las técnicas del federalismo. Porque tengamos presente que el federalismo es ideología y técnica democrática, pero no partidaria, que multiplica, profundiza y potencia la democracia con el reparto vertical del poder y su integración para la consecución de objetivos comunes, realizando una síntesis dialéctica entre unidad y autonomía, entre igualdad y diversidad (Manuel García Pelayo), haciendo posible lo que constituye su esencia: autogobierno y gobierno compartido. Y que también, por todo ello, puede y debe incorporar elementos de reconocimiento e integración. Autonomía e interdependencia en equilibrio es lo que permite la unidad compleja característica del federalismo.
Entiendo que las consideraciones que anteceden y el perímetro trazado, aunque con trazo grueso, sustentan elementos suficientes para conducir a la apertura de las negociaciones políticas pertinentes para tratar de converger en el planteamiento de una reforma constitucional en los ámbitos social, de calidad democrática y de organización territorial en clave federal. Una reforma que sea democráticamente satisfactoria para todos y nos permita alejarnos de las fracturas sociales, políticas y territoriales que hoy padecemos con injustificado exceso. Obviamente la reforma desembocaría en un referéndum de todos los españoles y daría lugar a una reforma estatutaria en Cataluña que igualmente sería sometida a referéndum de la ciudadanía catalana, como ocurriría también en los demás territorios. Es precisamente en esta reforma estatutaria en la que se podría definir su condición política dentro del marco constitucional, incluso apelando al concepto nacional, que no coincide con estatal, toda vez que la soberanía se residencia en el conjunto del pueblo español, en la que, por tanto, todos los pueblos que integran España y toda la ciudadanía participan a través de los mecanismos estatales establecidos por la Constitución, los Estatutos de Autonomía y la legislación específica.
Para dar cauce a las aspiraciones nacionales de Cataluña (no a las de la minoría independentista, naturalmente) considero que no es preciso acudir a conceptos difusos que más que contribuir a resolver o encauzar la cuestión catalana a lo que pueden conducir es a enturbiar el debate y situarlo en el campo discursivo del nacionalismo, dejando en la imprecisión más absoluta las consecuencias jurídico-políticas sobre las cuestiones materiales concretas que realmente importan y que se ven interpeladas (distribución competencial, financiación, instituciones de gobierno compartido, relaciones intergubernamentales...), pudiendo además servir al secesionismo como apoyatura pro futuro en una historia interminable de reivindicación soberanista. Es el gran riesgo que se corre si centramos indiscriminadamente el debate en el concepto «nación», la apelación a la «nación de naciones» y la «plurinacionalidad», pretendiendo llevar estos elementos de manera expresa a la reforma constitucional. Con independencia de otros argumentos sobre nuestra realidad histórica y política que no avalan precisamente la generalización de este esquema, no resulta extraño que no sea éste el lenguaje comparado de las constituciones, que por su propia razón de ser han de centrarse en construir y constituir lo común, lo que une, el marco de encuentro plural y de articulación de las condiciones de vida básicamente compartidas por toda la ciudadanía. La presencia del término «plurinacional» en algunas constituciones, como las de Bolivia y Ecuador —que no son Estados federales sino unitarios, pero con cierto grado de descentralización— se explica por la existencia en estos países de minorías étnicas, las naciones y pueblos indígenas y comunidades afrobolivianas y afroecuatorianas, a las que se reconocen una serie de derechos y un cierto grado de autogobierno.
Las aspiraciones nacionales de Cataluña, en la dimensión cultural identitaria y autoorganizativa que se reivindica desde posiciones más moderadas y no abiertamente soberanistas, podrían tener cauce adecuado en una reforma con las claves anteriormente expuestas, sin seguir el abrupto camino de un debate generalizado sobre la plurinacionalidad (que esconde a su vez el debate sobre la soberanía), que sería divisorio y quizás impeditivo de cualquier acuerdo suficientemente compartido. Partiendo del reconocimiento de la unidad de España y de residenciar la soberanía en el conjunto del pueblo español, se podría incorporar —bien en el Título Preliminar o en el Título VIII— el principio de organización federal y, simultáneamente, dejar la denominación oficial específica de las Comunidades que la integran, así como el establecimiento de su orden político propio, a la constitución o estatuto de cada Comunidad, dentro del marco establecido por la Constitución federal. Constitución propia o Estatuto que no tendría que depender de la aprobación de las Cortes Generales (como ocurre en los Estados federales), pero que sí estaría sometido —también en sus reformas— a un eventual control de constitucionalidad de carácter previo, con un plazo que debería ser muy corto y antes de su refrendo popular, a los efectos exclusivos de garantizar el respeto al marco constitucional federal.
Una última y breve reflexión. La metodología de la reforma es especialmente importante en un sistema como el nuestro, con una amplia parte de la clase política profundamente temerosa o reacia a abrir ese proceso y con unos procedimientos de reforma de dificultad extrema. Pero el más importante y negativo escollo para afrontar los problemas lo produce el inmovilismo, en exceso arraigado en la mente de muchos políticos y no pocos analistas. Algunos dicen que no hay consenso para emprender la reforma, ¡pero es que esto no puede comprobarse, ni mucho menos generarse, si los partidos no se sientan a la mesa a hablar sinceramente sobre ello! Hoy toca estar a la altura de lo que las circunstancias demandan, como lo estuvo en su día la clase política de la Transición. Para ello, con independencia de que previamente, en su caso, pudiera haber una mesa de partidos exploratoria o cualquier otro instrumento político similar que «perimetrara» el posible alcance de la reforma tras un diagnóstico preciso y evaluativo del Estado autonómico, debería crearse una Subcomisión de estudio de la reforma constitucional en el seno de la Comisión Constitucional del Congreso que sin prisas vaya abriendo este camino. Hay que iniciar el proceso de diálogo y búsqueda de los acuerdos necesarios para delimitar los aspectos compartidos de la reforma, con la comparecencia de expertos y la petición de los correspondientes informes a los órganos e instituciones que se determinen, a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades con Estatutos de Autonomía, elaborando un estudio de conclusiones a tales efectos que permita, en su caso, abrir la ventana de la reforma sobre cauces seguros y ampliamente compartidos.
Tengamos muy presente las claras lecciones que nos ha dado nuestra historia y la riqueza de las experiencias vividas en la evolución del Estado autonómico, tanto las positivas como las negativas. Todo ello, junto con el federalismo comparado y el ingente trabajo desarrollado por nuestros iuspublicistas nos puede aportar la luz necesaria para alumbrar el marco político y jurídico que establezca el equilibrio necesario entre los ámbitos y mecanismos de autogobierno y gobierno compartido y la integración de un país tan plural como España, tan lleno de potencialidades. […]
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